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en una situación irregular y se oriente a las distintas opciones que se hayan 
creado para atender las necesidades de suministro de agua para personas 
con escasos recursos económicos.

Con este tipo de medidas preventivas estimamos que pudiera reducirse 
de modo significativo la incidencia de los fraudes en el suministro de agua, 
de tal manera que la situación económica personal y familiar no sea la 
responsable indirecta de los mismos.

6.2.3. Otras consecuencias aparejadas a la defraudación del agua

Por regla general las entidades han señalado que la crisis económica 
no ha tenido una especial incidencia en el posible aumento de fraudes, 
justificándose éste más bien en el empleo de mayores medios para poder 
erradicarlos.

Este esfuerzo de las entidades suministradoras empleado en actuar 
contra el fraude se les presenta como una obligación de servicio ante la 
ciudadanía que cumple con sus obligaciones de contribuir al sostenimiento 
económico del servicio.

Asimismo han señalado que en ocasiones la alteración de contadores o 
las conexiones fraudulentas no estarían justificadas en una posible dificultad 
económica personal o familiar sino que se instaura como un modelo erróneo 
y corrompido de estar en comunidad.

A veces estas actitudes tendrían efectos negativos en el entorno, 
siendo frecuente que “por contagio” se extiendan en una misma zona, 
máxime si se advierte que ello no acarrea unas consecuencias negativas ni 
económicas ni personales.

Según nos relataban, algunas personas incluso habrían llegado a 
hacer gala del fraude que estarían cometiendo, tanto ante vecinos como 
ante el propio personal de la entidad suministradora, reconociendo ésta 
la dificultad para erradicar esta situación por muchas veces que hubieran 
acudido a eliminar la conexión fraudulenta.

En este sentido las entidades suministradoras también nos contaban 
que apenas acuden a la denuncia por la vía penal ya que la restitución 
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económica resulta difícil de conseguir o bien porque la pena de multa que 
se imponga no viene a satisfacer el importe de lo defraudado.

A esta situación contribuye el que la valoración judicial del importe de 
lo defraudado no viene siempre a coincidir con las reglas fijadas por el RSDA 
para establecer la correspondiente liquidación, por lo que los Juzgados 
suelen apreciar que no concurre el tipo delictivo ya que por debajo de 400 
euros se considera falta.

La actual regulación del delito de defraudación podría suponer una 
importante modificación de esta percepción generalizada, tras la reforma 
operada en el Código penal por Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo 
(vigente a partir del 1 de julio de 2015).

La defraudación de fluido eléctrico y análogos, entre los que se citan 
gas, agua, telecomunicaciones u otro elemento, energía o fluido ajenos, tiene 
ahora la consideración de delito con independencia del importe económico 
de lo defraudado, mientras que con la normativa anterior se distinguía entre 
delito y falta en función del valor de lo defraudado.

Ahora la diferencia estriba en la cuantía de la pena a imponer bien 
una multa de tres a doce meses, o bien de uno a tres meses si la cuantía 
de lo defraudado no excediere de 400 euros. No obstante siempre tendrá la 
consideración de delito por lo que, una vez firme la sentencia de condena, se 
inscribirá en el Registro Central de Penados donde constará como antecedentes 
penales hasta la fecha en que legalmente proceda su cancelación.

Aparte de acudir a la vía penal, existen algunos mecanismos 
administrativos que podrían implementarse con objeto de erradicar este 
tipo de conductas defraudadoras.

Al respecto, hemos podido comprobar por la regulación contenida en 
algunas Ordenanzas de la prestación del servicio de abastecimiento de agua 
(o del ciclo integral del agua) que las manipulaciones y fraudes se incluyen 
en un régimen de infracciones y sanciones, todo ello con independencia 
de la liquidación que se pueda girar por el consumo de agua no registrado 
así como por la posible suspensión del suministro cuando éste proceda.

Estas normas se dictan en amparo de lo establecido en el artículo 
112 de la Ley 9/2010, de 30 de julio, de Aguas para Andalucía, que señala 
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la posibilidad de tipificar infracciones en las ordenanzas municipales en 
materia de servicios relacionados con el agua de competencia municipal. 
Dichas infracciones podrán ir referidas a una serie de acciones y omisiones 
que enumera a modo ejemplificativo, dejando abierta una cláusula residual 
relativa, en general, a las acciones y omisiones que constituyan incumplimiento 
de las obligaciones contenidas para los usos urbanos del agua en la propia 
Ley y en las ordenanzas relativas a los servicios relacionados con el agua.

No obstante, por lo que hemos podido observar, en cuanto a los 
criterios para la imposición de sanciones estas Ordenanzas remiten a la 
legislación de régimen local y, más genéricamente a la legislación vigente, 
pero no concretan un catálogo de sanciones para cada grupo de infracciones.

Sin embargo, no existe una indicación específica en el régimen legal 
de las sanciones que pudieran imponerse ante las defraudaciones que 
cometiese el abonado.

La Ley de Aguas para Andalucía remite el régimen de sanciones a 
lo que las entidades locales puedan disponer en sus Ordenanzas con 
respecto a las infracciones que hayan decidido tipificar. Únicamente la ley 
limita el importe de las sanciones pecuniarias a imponer por la comisión de 
infracciones leves, graves y muy graves por referencia a lo dispuesto en 
el artículo 108.1 de la propia Ley de Aguas para las infracciones sobre el 
dominio público hidráulico.

La falta de este régimen legal mínimo nos lleva a pensar que no se 
ha producido un desarrollo efectivo de las posibilidades sancionadoras a 
las que hacían alusión algunas Ordenanzas reguladoras del servicio ante 
manipulaciones de contadores o fraudes en el suministro por parte de la 
ciudadanía.

En algún caso sí hemos encontrado una expresa reglamentación 
del régimen sancionador por referencia a un recargo en la facturación por 
determinados metros cúbicos.

Esta opción, sin embargo, nos resulta más difícil de encajar dentro de 
los principios y reglas que inspiran el régimen administrativo sancionador. 
A nuestro juicio, la posible sanción que pudiera imponerse no podría estar 
vinculada a la facturación del suministro de agua sino que se trataría de un 
ingreso de la entidad local del mismo modo que el importe de una multa por 
estacionamiento inadecuado de vehículo, a modo de ejemplo.
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Por último, debemos recordar nuevamente que la defraudación de 
agua ya está contemplada como un delito en el Código penal (art. 255), 
y éste tiene lugar cuando se usa el agua por cualquiera de los medios 
siguientes:

«1º. Valiéndose de mecanismos instalados para realizar la 
defraudación.

2º. Alterando maliciosamente las indicaciones o aparatos 
contadores.

3º. Empleando cualesquiera otros medios clandestinos.»

En consecuencia, la regulación del régimen de infracciones 
administrativas no podría hacer referencia a la misma identidad de hechos y 
fundamentos que configuran el tipo delictivo.

El régimen administrativo sancionador sí podría quedar relegado a 
otros aspectos como pudieran ser los daños o deterioros a las instalaciones 
del servicio o incluso la propia manipulación de bienes propiedad de la 
entidad suministradora por el daño causado a los mismos.

Esta regulación como hemos dicho encuentra pleno amparo normativo 
en el artículo 112.9ª de la Ley de Aguas para Andalucía, que incluye una 
cláusula residual sobre la capacidad reglamentaria de las entidades locales 
para tipificar infracciones.

En este sentido hemos podido conocer la existencia de una Ordenanza 
específica reguladora del procedimiento sancionador en materia del ciclo 
integral del agua, Ayuntamiento de Benamaurel, en ejercicio de tales 
competencias.

Finalmente nos parece oportuno destacar que cuando las entidades 
locales acuerden en ejercicio de sus competencias un régimen de infracciones 
y sanciones amparado en las disposiciones de la Ley de Aguas para Andalucía, 
los procedimientos que se desarrollen estarán sometidos a la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común.

El ejercicio de la potestad sancionadora corresponderá a los órganos 
administrativos que la tengan expresamente atribuida en el ámbito local y 
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serán de aplicación los principios del procedimiento sancionador establecidos 
en el capítulo II del Título IX de la citada Ley.

Entendemos que, en caso de acudirse a este procedimiento 
sancionador, la liquidación por fraude prevista en el RSDA no podría exigirse 
hasta haberse agotado la vía administrativa mediante la oportuna resolución 
del órgano competente de la entidad local.

La sanción pecuniaria que se impusiera resultaría compatible con 
la liquidación por fraude ya que ésta no tiene un carácter sancionador, 
simplemente viene a ofrecer un criterio de valoración del agua consumida y 
no facturada por la defraudación cometida.

6.3. Averías interiores

Nos referiremos en este apartado a las incidencias que se producen 
en la facturación a raíz de consumos anormales o excesivos de agua que 
no están causados por una acción directa del abonado sino por pérdidas 
involuntarias.

Al respecto se vienen recibiendo quejas en esta Institución que 
ponen de manifiesto la falta de voluntariedad en la pérdida de agua y la 
imposibilidad de haber evitado la situación al tratarse de una avería que no 
presentó síntomas visibles que hubieran permitido su detección y corrección 
inmediatas.

Las quejas se producen ante la facturación recibida, que resulta 
desorbitada por aplicación de los bloques más elevados de consumo a un 
importante número de metros cúbicos, y porque la entidad suministradora 
no aplica algún criterio que permita reducir su importe. Al menos, se reclama 
en estas quejas, no debieran incluirse los conceptos relativos a saneamiento 
y depuración cuando el agua registrada ha ido a parar al terreno.

En relación con esta cuestión preguntábamos a las entidades 
suministradoras si aplicaban a la facturación en caso de fuga de agua alguna 
modulación que evitase el excesivo perjuicio económico al abonado, cuál 
sería ésta en caso afirmativo y en qué circunstancias se haría.


